[image: image1.jpg]



Página 18
Expediente: 50/2018/1

[image: image2.jpg]


19 

Página 19
Expediente: 50/2018/1 

PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 050/2018/1.
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: 
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DEL NOTARIADO.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a ocho de marzo de dos mil diecinueve.

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 050/2018/1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo de dieciocho de enero de dos mil dieciocho, se tuvo a **********, demandando por sus propios derechos, actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:


AUTORIDAD DEMANDADA: 
-Dirección del Notariado en el Estado de San Luis Potosí, a través de su titular.


TERCEROS INTERESADOS:
- Notario Público Número 28 con ejercicio en esta Ciudad **********
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

FECHA EN QUE TUVIERON CONOCIMIENTO DEL ACTO IMPUGNADO.- **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley a las trece horas del veintiocho de junio de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, mismo que se ha especificado en el considerando primero de la presente resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con la documental visible a fojas ********** del expediente, misma que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado Código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

 
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscriben la demanda **********y **********, demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los actores son considerados parte en el juicio contencioso administrativo; y, según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados, es decir, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado se deriva de la queja interpuesta por los actores, es innegable que cuentan con legitimación para demandar el acto que nos ocupa. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que la acredita como tal, según constancia que obra a foja 52 de autos. 

En cuanto al tercer interesado Notario Público número 28 con ejercicio en el Primer Distrito Judicial en el Estado **********, mediante auto del once de abril de dos mil dieciocho, se le tuvo por apersonándose a juicio.

Por otro lado, en lo relativo a las terceras interesadas **********y********** mediante auto de once de abril de dos mil dieciocho y ocho de junio del presente año, se les tuvo por precluído su derecho para apersonarse a juicio.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Examinadas todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que en el asunto no existe causal improcedencia o sobreseimiento que evite entrar al estudio del fondo del asunto. 

No es óbice a lo anterior, que el diverso tercero interesado ********** haya invocado la excepción de falta de acción y de derecho, argumentando la falta de requisitos mínimos previstos en la ley para la iniciación o procedencia del juicio de nulidad, así como la inexistencia de un derecho inherente a los actores; lo anterior –según lo manifestado–debido a que el acto en el que el tercero en cuestión participó no ha sido declarada nula por una autoridad o Tribunal competente; la resolución determinó que no se acreditaba judicialmente la expedición de una certificación falsa de hechos.
Ello en razón de que los argumentos planteados por el tercero interesado no constituyen propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento y resultan inatendibles en este momento, pues se tratan de cuestiones inherentes al fondo de la resolución, mismas que más adelante se estudiaran.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 6 a la 13 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resultan aplicables por analogía las tesiss de jurisprudencia siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”.

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto, esta Primera Sala Unitaria considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte del actor en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de impugnación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de los conceptos esgrimidos.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia siguiente:
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”. 


SEXTO.- Del análisis realizado se desprende que los actores aducen que la resolución impugnada violenta lo dispuesto por los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Federal concatenados a los numerales 164, fracción V; 165 y 167 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que la autoridad realiza una indebida fundamentación y motivación, violando además los principios de exahustividad y congruencia.


Por lo que, para efectos de resolver el presente juicio de nulidad, se propone el estudio de los conceptos de impugnación de conformidad con la causa de pedir, bajo un esquema de apartados; del que encontramos que los actores medularmente esgrimen que las violaciones a los preceptos citados son las siguientes:


a) Que el artículo 107 de la Ley del Notariado podría contravenir postulados constitucionales al principio de congruencia como garantía de debido proceso, lo que no fue materia de estudio por parte de la autoridad demandada, ya que la disposición normativa aludida por la Dirección del Notariado –según su punto de vista– en el sentido que pretende otorgarle la autoridad demandada podría devenir de inconstitucional, con independencia de que las funciones de la autoridad administrativa no se equiparen a las de una autoridad judicial, en cuanto a determinar la autenticidad de un documento o no, lo cierto es que esto no impide analicen los elementos que componen un acto jurídico administrativo y los legales que se deben cumplir para su validez conforme lo que establece la ley.


b) Independiente a lo anterior, argumentan que los hechos que actualizaron la queja no atañen a la solicitud de declaración de falsedad del documento notarial por la autoridad demandada, toda vez que dicha declaración ya fue emitida por una autoridad judicial como lo es el Juez Sexto de Distrito en el Estado de San Luis Potosí en el amparo indirecto ********** de su índice quien al resolver un incidente propuesto por los aquí actores declaró su falsedad, cumpliéndose en todo caso con lo establecido por dicho dispositivo normativo, aunado al hecho de que la queja se derivó de todas y cada una de las inconsistencias presentadas y evidenciadas por parte del Notario Público, y que la misma tenía como fin que la Dirección del Notariado emitiera las sanciones pertinentes en el ámbito de sus facultades.


c) Manifiestan que la interpretación que da la autoridad al artículo 107 de la Ley del Notariado, se contrapone en todo sentido al diverso 185 de la misma legislación, pues de la simple lectura de los artículos señalados se infiere que la procedencia e interposición de la queja incoada no se puede condicionar a que se declare primero su falsedad o nulidad dentro de un juicio civil; pues se corre el riesgo que transcurran más de los seis meses desde el hecho donde se genera el motivo de queja conforme a la ley del Notariado hasta que exista una sentencia ejecutoria, que en su momento declare la falsedad o nulidad de un documento en la vía civil lo cual, además, no se establece en el artículo interpretado, ya que nunca se estipula la materia de la que deba derivarse dicha declaración.


d) Exponen que la presunción del artículo 107 de la Ley en cita, en cuanto a que los testimonios hacen prueba plena de que los otorgantes manifestaron su voluntad, en el presente caso no puede surtir efectos dado que los elementos que componen a esta excepción fueron superados a partir del momento en que el Juzgado Sexto de Distrito en el Estado dentro de la resolución de un incidente de nulidad, dentro del juicio citado por ellos, determinó la falsedad del contrato de compraventa del que dio fe de sus certificación de firmas el Notario Público, constituyendo la misma una declaración judicial. 


e) Asimismo, que es erróneo además lo manifestado por la autoridad demandada en cuanto a que la falsedad declarada solo surtió efectos dentro del juicio de amparo ********** de los índice del Juzgado de Distrito en mención, ya que lo cierto es que los efectos dentro de dicho juicio se refieren en cuanto a la procedencia respecto al interés jurídico de las partes para solicitar la protección constitucional, pero no en cuanto a la eficacia probatoria de los documentos y medios de prueba ahí desahogados y de la declaración judicial emitida en cuanto a terceros ajenos a juicio. 


f) Por otra parte, aducen que la autoridad falló en sentido contrario a los postulados constitucionales de exhaustividad y congruencia consagrados en el diverso artículo 17 de la Carta Magna, ya que se debió realizar el examen y análisis de todos los razonamientos esgrimidos por los actores en la queja, cuestión que no aconteció o se hizo de forma indebida.


g) Como última inconformidad, exponen que la autoridad demandada fue omisa en pronunciarse y valorar las pruebas señaladas en su escrito de queja: las documentales públicas consistentes en la copia certificada de lo actuado hasta once de mayo de dos mil quince en el amparo indirecto ********** del índice del Juzgado de Distrito multimencionado y las copias certificadas remitidas por el Notario Público número 28, del **********; así como la documental pública superviniente consistente en la copia certificada de las resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo indirecto citado y de la resolución emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, dentro del recurso de revisión civil, radicado bajo el Toca ********** de su índice. 


En lo relativo al apartado catalogado como inciso a), debe decirse que dicho argumento resulta inoperante, toda vez que la autoridad demandada no está facultada para realizar el control de constitucionalidad en ninguna de sus dos variantes (concentrado o difuso); esto debido a que el ejercicio del control concentrado está reservado a los órganos del Poder Judicial de la Federación en sus funciones de jurisdicción constitucional; y, por su parte, el control difuso lo ejerce cualquier autoridad jurisdiccional en sus tareas ordinarias cuando se cumplen ciertos requisitos, teniendo hasta la facultad de inaplicar la norma en cuestión.


Sirve de apoyo a lo anterior, como criterio orientador, la siguiente tesis aislada:
“CONTROL CONSTITUCIONAL CONCENTRADO O DIFUSO. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA REALIZARLO. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben cumplir con una serie de obligaciones en materia de derechos humanos. Sin embargo, en términos de la tesis P. LXIX/2011 (9a.) (*), del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades administrativas no están facultadas para realizar algún tipo de control constitucional, sea concentrado o difuso; es decir, no pueden declarar la invalidez de un determinado precepto e inaplicarlo, ni siquiera bajo el argumento de una reparación de derechos humanos, ya que ello implicaría desatender los requisitos de procedencia señalados por las leyes para interponer un medio de defensa, y que deben cumplirse de manera previa a un pronunciamiento de fondo del asunto. En todo caso, han de interpretar las disposiciones jurídicas en el sentido más favorable a las personas, pero sin que ello llegue a descuidar las facultades y funciones que deben desempeñar en atención a sus ámbitos competenciales. Aceptar lo contrario, generaría incertidumbre jurídica en franca contravención a otros derechos humanos como los de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales.”.


Asimismo, cabe destacar que en el caso de que los actores pretendieran que esta Sala realizara un control difuso de constitucionalidad sobre la porción normativa citada, se correría con la misma suerte de considerarse inoperante, debido a que la suscrita juzgadora no advierte motivos para ejercer el control ex officio de constitucionalidad, aunado al hecho de que no existe obligación de atender tales argumentos por la naturaleza del ejercicio jurisdiccional de este órgano.


Lo anterior se determina con apoyo del siguiente criterio jurisprudencial:
“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.”.


Ahora bien, lo resumido en el inciso b) resulta inoperante por una parte debido a que los actores no atacan la razón toral del fallo administrativo y, por otro lado, la declaración judicial a la que hacen referencia no fue parte de las probanzas ofrecidas dentro del procedimiento de queja ni en el presente juicio de nulidad. 


En el caso debemos remitirnos a la resolución impugnada a la cual, como ya se determinó, se le otorga pleno valor probatorio, digitalizando a continuación su parte medular para un mejor estudio:


**********

De lo anterior, se advierte que la autoridad demandada resuelve en el sentido de que según lo establecido en el artículo 107 de la Ley del Notariado la actuación del fedatario goza de una presunción que no se desvirtúa sin la existencia de una declaración judicial previa; precisa además que no cuenta con la competencia para tachar de falsa la actuación; y, por ende, al no acreditarse la falsedad de la misma es infundada la queja y no se puede proceder a estipular responsabilidad al Notario Público.


En consecuencia, el argumento del actor resulta inoperante al solamente atacar la parte de la resolución en que la autoridad estima que la queja atañe la falsedad de una actuación notarial y que no cuenta con la competencia para declararlo, ya que ello es sólo una porción de la razón toral por la que se declaró improcedente la instancia. 


La inoperancia relativa a lo argumentado en el sentido de que la declaración judicial ya fue realizada por el Juzgado Sexto de Distrito al resolver el incidente planteado en el juicio de amparo ********** deviene a causa de que dicha resolución en ningún momento formó parte de las probanzas que ofrecieron los actores en la queja de origen ni en el juicio de nulidad que se resuelve, pues no existen elementos para que esta juzgadora determine si las apreciaciones de los demandantes son correctas o no; ello, se desprende de los antecedentes planteados por los actores en su escrito inicial de demanda y del análisis íntegro de éste, en los que se deja entrever que solamente ofrecieron en el procedimiento de origen la documental pública consistente en la copia debidamente certificada de las constancias del Juicio de Amparo Indirecto ********** del índice del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado hasta el once de mayo de dos mil quince, destacando varias actuaciones en las que no menciona la resolución del incidente, del juicio de garantías ni de su revisión; además de que los hechos narrados en la queja –que cita en sus antecedentes– atañen exclusivamente a las diligencias realizadas en pro de desahogar el incidente de falsedad de documento que alude, sin que en momento alguno realizara mención de la resolución de tal incidente, de la sentencia del juicio constitucional ni de aquélla ateniente a la Toca de revisión.

Asimismo, de las actuaciones realizadas en este expediente, no se advierte que haya ofrecido como probanza ninguna resolución relativa a los procedimientos aludidos. 


Sirve de sustento, por analogía, la tesis de jurisprudencia siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. SON LOS QUE SE SUSTENTAN EN SITUACIONES, CONSTANCIAS O PRUEBAS INEXISTENTES EN LOS AUTOS DE LOS QUE DERIVÓ EL ACTO RECLAMADO. Los conceptos de violación deben consistir en razonamientos de carácter lógico jurídico, tendentes a poner de manifiesto que las consideraciones que rigen la sentencia, laudo o resolución reclamada son contrarias a la ley o a su interpretación jurídica; sin embargo, cuando esos razonamientos se hacen descansar o parten de situaciones, constancias o pruebas que no obran en los autos de donde emana el acto reclamado, ello torna inoperantes los conceptos, pues el tribunal no cuenta con elementos para determinar si son correctas o no las apreciaciones del quejoso.”.


En el caso del argumento descrito en el apartado c), debe considerarse por una parte infundado y por otra fundado pero insuficiente. Ello debido a que en un inicio estipula la interpretación realizada por la autoridad al artículo 107 de la Ley del Notariado se contrapone al diverso 185; y, por último, especifica que la autoridad al realizar tal interpretación se aprecia erróneamente el hecho de que la declaración judicial que estipula el citado 107 debe ser en materia civil.


Para una mayor comprensión a continuación se citan los numerales aludidos:

“Artículo 107. En tanto no se declare judicialmente la falsedad o nulidad de una escritura o acta, sus testimonios serán prueba plena de que los otorgantes manifestaron su voluntad de celebrar lo consignado en ellos, que hicieron las declaraciones y se realizaron los hechos de los que el notario dio fe y de que éste observó las formalidades correspondientes.”.

“Artículo 185. La queja deberá interponerse por escrito ante el Director del Notariado, en un plazo máximo de seis meses de calendario contados a partir del supuesto o hecho que lo motivó, en el que se expresarán cuando menos los siguientes datos: 

I. Nombre del quejoso y su domicilio;

II. Nombre y número del notario público en contra de quien se promueve;

III. Domicilio;

IV. Los hechos constitutivos de la queja, y 

V. El fundamento legal que se estime vulnerado.”.


De los artículos citados se desprenden las siguientes situaciones: 


I. El artículo 185 establece que el plazo para la interposición de la queja será un máximo de seis meses contados a partir del supuesto o el hecho que lo motivó.


II. El artículo 107 estipula que solamente mediante una declaración judicial de falsedad o nulidad de una escritura o acta, se puede dejar de considerar que sus testimonios hacen prueba plena de la realización de las declaraciones y de los hechos de los que dio fe el notario, así como del apego a las formalidades correspondientes.


Por ende, es infundado lo argüido por el actor en el sentido de que la interpretación realizada contrapone ambos artículos, ya que en dado caso de que se dé una declaración por parte de una autoridad judicial el plazo de seis meses correrá a partir de tal hecho, que es el motivo de la queja.


En el otro aspecto, se considera fundado el argumento ya que en el artículo 107 de la Ley del Notariado en ningún momento se establece la materia judicial para poder desvirtuar la presunción que beneficia a los actos realizados por los notarios públicos; empero, dicha cuestión no constituye una ilegalidad suficiente para poder declarar la nulidad del acto impugnado, toda vez que los actores pretenden con su argumentación que con los elementos aportados se pueda dejar de considerar la presunción de la que goza la actuación notarial que motivó la queja. 


Cuestión que a pesar de que la autoridad disponga en su resolución que sólo puede hacerse mediante un juicio en materia civil, el sentido de la resolución sigue conservando el hecho de que para desvirtuar la presunción establecida en la hipótesis normativa deba existir tal declaración, de lo que, tras una interpretación de la porción normativa se desprende que cumple con lo que el legislador quiso conservar al dotar a los actos notariales de tal presunción: la seguridad jurídica; haciendo así insuficiente su argumentación ya que a pesar de que en efecto la autoridad demandada dispuso que la materia de la declaración judicial debe ser civil, los actores no lograron superar dicho requisito.


En lo que respecta a los incisos d) y e), lo argumentado se considera inoperante en virtud de que, al igual de lo que ya se resolvió en párrafos anteriores, la resolución del incidente de falsedad de documentos en el juicio de amparo multicitado no fue parte de las probanzas exhibidas en el procedimiento de origen ni mucho menos en el presente juicio contencioso, razón por la cual la suscrita Magistrada no puede determinar si las apreciaciones de los demandantes son correctas o no al carecer de elementos.


Ahora bien, lo aducido en el apartado marcado con el inciso f), deviene en parte en inoperante y por otro lado fundado y suficiente; por las siguientes razones:


En primer término los actores citan en su escrito inicial de demanda un argumento realizado en su promoción de queja, argumentando sólo que no aconteció el estudio de lo esgrimido o se hizo de forma indebida; sin expresar la omisión concreta, las razones por las cuáles estimaron que la demandada no valoró exhaustivamente dicha parte de lo expuesto, ni los motivos por los que consideran que partió de una equivocada apreciación de ésta; por lo que para que esta Sala pudiera entrar al estudio de la omisión o la indebida valoración de lo expresado era necesario que los actores precisaran –además de ejemplificar el primer argumento señalado– por lo menos un razonamiento de la falta de valoración y la realización indebida, de tal forma que por lo menos se pudiera deducir el agravio para poder suplir la deficiencia de la queja de conformidad con el artículo 248 del Código Procesal Administrativo.


En el caso del segundo argumento en este sentido, en uso de la facultad otorgada por el citado numeral 248 del Código de la materia, la suscrita Magistrada considera que de lo establecido se deduce el agravio generado por la autoridad, digitalizando a continuación tal parte del escrito de demanda para facilitar el estudio: 
**********



De lo anteriormente digitalizado, se desprende que los actores expresaron lo siguiente:


I. En la etapa de alegatos manifestaron la obligación del Fedatario Público de reportar a las autoridades la traslación de dominio de conformidad con lo establecido en el artículo 35 de la Ley del Notariado;


II. la autoridad demandada no expresó nada en torno a dicho argumento planteado, contraviniendo así los principios de congruencia y exhaustividad.


Por ende, y tras la interpretación sistemática de los artículos 5°, fracción III
; 19, fracción V
; y 63
 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí
, de la que se deriva la obligación que tenía la autoridad demandada de atender lo propuesto por los interesados en la etapa de alegatos, de manera congruente y resolviendo expresamente lo relativo; se advierte que no se atendió la cuestión efectivamente planteada por los actores de si las conductas descritas violaban lo estipulado como obligación del Fedatario en cuestión por el artículo 35 de la Ley del Notariado del Estado (ordinal que establece las obligaciones de los Notarios Públicos); motivo por el que se califica como fundada dicha parte de su argumento.


Ahora bien, en lo respectivo al último de los argumentos el cual se expresó en el inciso g) de esta sentencia, el mismo se califica por una parte fundado y suficiente y por la otra inoperante. Lo anterior debido a que expresa que la autoridad demandada no valoró sus pruebas consistentes en las documentales públicas especificadas como la copia certificada de lo actuado hasta once de mayo de dos mil quince en el amparo indirecto ********** del índice del Juzgado de Distrito multimencionado; las copias certificadas remitidas por el ********** del instrumento notarial número veinticuatro mil novecientos noventa y nueve, del tomo setecientos treinta y uno; así como la documental pública superviniente consistente en la copia certificada de las resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo indirecto citado y de la resolución emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, dentro del recurso de revisión civil, radicado bajo el Toca ********** de su índice.


Considerando fundado en un primer momento su argumento debido a que si bien es cierto de la resolución impugnada se aprecia que en el resultando primero se mencionan los medios probatorios que se les tenían como ofrecidos a los actores y consistentes en los dos primeros citados en el párrafo anterior; sin embargo, en ninguna parte de la resolución administrativa se aprecia que la autoridad demandada realice una valoración de dichas pruebas de acuerdo a lo establecido en el artículo 190 de la Ley del Notariado del Estado de San Luis Potosí; así como los numerales 5°, fracción I; 19, fracción V; 57; y 66 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí
, ya que de ellos se desprende la obligación de las autoridades administrativas de cumplir, en la expedición de sus actos, con las formalidades siendo parte de ellas el desahogo y la valoración exhaustiva de las pruebas presentadas por los gobernados.


En cambio, lo relativo a la probanza superviniente alegada por los actores, resulta inoperante toda vez que la misma, como ya se ha establecido a lo largo de esta sentencia, no fue ofrecida en la queja ni en el presente juicio, siendo imposible para esta Magistrada titular la apreciación de lo argumentado por falta de elementos.


En consecuencia de lo anterior analizado, esta Sala considera que la autoridad demandada al momento de dictar la resolución impugnada, omitió los requisitos formales relativos a la exhaustividad y congruencia ya que no analizó el argumento expuesto por los demandantes en etapa de alegatos; asimismo, no valoró las pruebas aportadas por los actores dentro del procedimiento de queja; afectando las defensas de los particulares ya que éstos no estuvieron en posibilidad de saber de que forma la autoridad tomó en consideración sus pruebas para el dictado del fallo, ni la razón del porque desestimó el argumento aludido en los alegatos, de tal manera que la resolución fue dictada sin examinar de manera completa lo pedido y sin tomar en cuenta los medios probatorios ofrecidos.


Dicho lo anterior, se declara la ilegalidad de la ********** emitida por la Dirección del Notariado en el Estado de San Luis Potosí, que resolvió la queja identificada bajo ********** de conformidad con lo establecido en los artículos 249 y 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


Cabe destacar que en el caso no se actualiza la hipótesis prevista en el numeral 252, sexto párrafo del Código procesal Administrativo toda vez que no se está resolviendo sobre la legalidad de la resolución de un recurso administrativo, debido a que el procedimiento de queja establecido en la Ley del Notariado constituye un procedimiento de revisión de actos con fines disciplinarios; aunado al hecho de que no se cuentan con los elementos suficientes para ello; por ende, es inconcusa la pretensión dispuesta por el actor en su escrito inicial de demanda.


De conformidad con los ordinales 251 y 252 del Código citado, se decreta la nulidad para los efectos en que la autoridad demandada deje sin efectos la resolución impugnada y, en su lugar, dicte una nueva resolución en los siguientes términos:


1. Realice con apego al principio de exhaustividad y congruencia un análisis del argumento planteado dentro de los alegatos de los actores, en donde defina si las conductas del Notario Público en cuestión contrarían las obligaciones establecidas por el artículo 35 de la Ley del Notariado;


2. valore las pruebas ofrecidas dentro del procedimiento de queja por los actores de conformidad con lo establecido en la legislación aplicable;


3. resuelva la queja planteada por los actores, con plenitud de jurisdicción, atendiendo a los efectos establecidos y a lo determinado en el considerando sexto de la presente sentencia.


Lo anterior, se apoya en los siguientes criterios emitidos por diversos órganos del Poder Judicial de la Federación:
“NULIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE DECLARARSE PARA EFECTOS CUANDO LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA IMPUGNADA ES INCONGRUENTE. De manera análoga a lo que sucede con las sentencias, una resolución administrativa que tenga la pretensión de privar a un gobernado debe satisfacer los requisitos y formalidades respectivos, lo que implica la congruencia, exhaustividad y motivación en relación con todos los antecedentes, presupuestos y circunstancias que puedan y deban provenir de un regular procedimiento administrativo, en los casos que sea necesario para dictar la resolución administrativa, en términos de lo que disponen los artículos 14 constitucional, 38 y 238 del Código Fiscal de la Federación, así como 222 y 352 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al procedimiento fiscal seguido ante las autoridades exactoras. Por tanto, si la Sala Fiscal no pudo realizar el estudio de fondo de la resolución que se impugnó ante ella, debido a la violación formal que advirtió, consistente en que la autoridad fiscal demandada al momento de emitir la decisión que determinó contribuciones, recargos y multas a cargo de la opositora, lo hizo de manera incongruente (ya que no tomó en consideración el convenio para pago en parcialidades suscrito por dicha parte), esta situación deja en estado de indefensión a la promovente, al no permitirle conocer si al momento de dictar la resolución de mérito le fue tomada en cuenta o no la solicitud de pago en parcialidades, así como los respectivos pagos que aduce haber efectuado. Luego entonces, es correcta la determinación de la Sala de dictar una nulidad para efectos debido a la violación advertida, precisamente y con motivo de no haber atendido el principio de congruencia, pues es obvio que el convenio de pago en parcialidades debe conceptuarse, razonablemente, como un presupuesto y antecedente que merece ser reflejado y estimado en la resolución liquidatoria, y al no haber sucedido así, es claro que no quedaron satisfechos los elementos previos para asumir, válidamente, la decisión respectiva. Así las cosas, dicha violación encuadra en lo que dispone el numeral 238, fracción II, del código multialudido, por tratarse de una omisión que afectó las defensas del particular y trascendió al sentido de la resolución impugnada y no en la causa de ilegalidad prevista en la fracción IV del invocado numeral, pues es inconcuso que en el caso no se estudió el fondo de la cuestión planteada por haberse advertido una violación formal que impidió su examen, precisamente y en virtud de esa ilegalidad de naturaleza formal, lo que sólo da motivo a decretar una nulidad para efectos.”.

“SENTENCIAS DE NULIDAD PARA EFECTOS. EL ARTÍCULO 52, FRACCIONES III Y IV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 13 DE JUNIO DE 2016), QUE FACULTA AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA PARA EMITIRLAS, NO INFRINGE EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. El precepto citado no transgrede el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la declaratoria de nulidad para determinados efectos no implica que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deje de analizar la pretensión, sino que atendiendo al tipo de causa de anulación hecha valer, esto es, si fue una violación formal o un vicio del procedimiento, se está en presencia de un supuesto que por su naturaleza, técnicamente impide un pronunciamiento de fondo, lo que es acorde con el derecho de acceso a la justicia, específicamente por lo que toca al principio de justicia completa, el cual consiste en la obligación de los órganos y las autoridades encargadas de impartirla, de resolver las controversias planteadas pronunciándose respecto de todos los aspectos debatidos, garantizando de tal forma la obtención de una resolución en la que aplicando la ley al caso concreto, se decida si le asiste o no la razón al particular.”.

“SENTENCIAS DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS. EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE LAS ESTABLECE, NO ES VIOLATORIO DE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 23 CONSTITUCIONAL. Aun cuando la garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 23 constitucional no se limite a la materia penal, en atención a que, conforme al diverso 14 constitucional, tal garantía debe regir en todas las ramas jurídicas, el artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, en su fracción III, último párrafo, al establecer la hipótesis en que las sentencias deben declarar la nulidad para efectos en materia fiscal, no resulta violatorio de aquel precepto, en virtud de que es inexacto que el numeral ordinario permita más de tres instancias en el juicio contencioso administrativo, ya que la resolución que da efectos constituye una sentencia que determina la ilegalidad del acto impugnado y puede ser combatida a través del recurso previsto por el tercer párrafo de dicha fracción, lo que no implica que el mismo acto administrativo declarado nulo pueda ser materia de interminables juicios o procedimientos, tomando en consideración que la razón de ser del debate, la que fue objeto del proceso y constituyó la materia sobre la que versó la sentencia, una vez resuelta, constituye cosa juzgada y respecto de ella no procede ya intentar otro juicio, pues esto únicamente es posible si se plantea en contra de un acto administrativo nuevo y, por tanto, diferente.”.

En consecuencia y de acuerdo a lo anterior expuesto y fundado se
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD del acto impugnado y por consecuencia se decreta su NULIDAD PARA LOS EFECTOS establecidos al final del considerando sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- 
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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� Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí.


Artículo 5°:


[…]


III. Expedirse de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;


[…]





� Artículo 19. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones:


[…]





V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución;


[…]


� Artículo 63. Concluida la tramitación del procedimiento administrativo y antes de dictar resolución se pondrán las actuaciones a disposición de los interesados, para que en su caso, formulen alegatos, los que serán tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución.


� Vigente en el momento del inicio del procedimiento de queja por lo que de acuerdo al artículo transitorio tercero del Código Procesal Administrativo para el estado, es aplicable al caso.


� Vigente en el momento del inicio del procedimiento de queja por lo que de acuerdo al artículo transitorio tercero del Código Procesal Administrativo para el estado, es aplicable al caso.
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